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Empleo, proteccién social y lucha
contra la exclusidon social

SUMARIO: 1. MARCO JURIDICO-INSTITUCIONAL DEL «DERECHO A LA IN-
SERCION SOCIAL». 2. POLITICAS SOCIOLABORALES Y EXCLUSION SO-
CIAL: 2.1. EMPLEO Y EXCLUSION SOCIAL. 2.2. PROTECCION SOCIAL PUBLICA Y EXCLUSION
SOCIAL.

1. MARCO JURIDICO-INSTITUCIONAL DEL «DERECHO
A LA INSERCION SOCIAL»

1. Desde hace bastantes afos, y pese a las carencias detectadas en el
Derecho Originario en materia de politica social comunitaria, las institu-
ciones europeas comenzaron a tomar conciencia (y a concienciar a los
Estados miembros) de los problemas econémicos, politicos y sociales de-
rivados del fenémeno de la exclusién social, plasmando en diversos docu-
mentos del Consejo y de la Comisién, todos de Derecho comunitario de-
rivado juridicamente no vinculante', iniciativas que se consideraban
necesarias para avanzar en la vertiente social de la Unién Europea.

! Entre esos documentos, pueden citarse los siguientes: Resolucién del Consejo de 29 de
septiembre de 1989, relativa a la lucha contra la exclusién social (DOCE C-227, de 31-X-
1989); Recomendacién 92/442/CEE del Consejo, de 27 de julio de 1992, sobre la convergencia
de objetivos y politicas de proteccién social (DOCE L-245, de 26-VIII-1992); Comunicacién
de la Comisién de 31 de octubre de 1995 relativa al futuro de la proteccién social (COM, 95,
466 final); ...hasta la actual Decisién del Parlamento Europeo y el Consejo 50/2002/CE, por
la que se aprueba un Programa de accién comunitaria a fina de fomentar la cooperacién entre
los Estados miembros para luchar contra la exclusién social, para el periodo comprendido entre
el 1 de enero de 2002 al 31 de diciembre de 2006.
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El refrendo en Derecho comunitario Originario vino a través del Tra-
tado de Amsterdam, en virtud del cual se modificé el TCE, arts. 136
y 137, que incluyen la «lucha contra la exclusién social» como, respecti-
vamente, objetivo y medio fundamental de actuacién de los Estados
Miembros y de la Comunidad en la materia de politica social.

No obstante la inclusidn, la actuacién de la Comunidad se limita,
conforme a los preceptos citados, al método o via de coordinacién, pues-
to que el TCE no prevé que las instituciones europeas adopten directivas
armonizadoras respecto de la inclusién o integracién social, reservando a
aquéllas sé6lo la elaboracién de programas destinados a fomentar la coope-
racién entre los Estados Miembros. Ello quiere decir que la lucha contra
ésta, la exclusién social, y la delimitacién del contenido esencial de un
«derecho de insercién» es competencia exclusiva de los Estados miembros
y de sus respectivos ordenamientos juridicos, a los que actualmente, tras
la cumbre de Niza (2001), se les invita a presentar periédicamente planes
nacionales de accién para la inclusién social, reservindose las instituciones
comunitarias, a través de documentos juridicamente no vinculantes, la
coordinacién, a modo de la del empleo, de las politicas nacionales que se
articulen al efecto. Asi se describe en el actual Programa de accién comu-
nitaria con vigencia hasta el 31 de diciembre de 2006, aprobado por la
Decisién 50/2002/CE del Parlamento y del Consejo, que fija los objeti-
vos comunitarios en esta materia para, posteriormente, ser desarrollados
por los respectivos Planes nacionales de los Estados Miembros.

Y éste, parece, serd el panorama un tanto desalentador o decepcionante
que se vivird en los préximos afios en la Unién Europea si el proyecto de
constitucién europea se mantiene en los términos actuales. En efecto, si
bien parece necesario, para avanzar decisivamente en la vertiente social de
la ciudadania® europea, incluir en el Derecho originario comunitario (la
futura Constitucién) un elenco de derechos sociales (derechos-prestacion)
adaptado a la realidad social, econémica, demogrifica...de los Estados que
integran la Unién Europea, uno de los derechos que prioritariamente (y
como punto final del proceso iniciado por las instituciones europeas)
merece formar parte de los reconocidos en la Constitucién es el de «in-
tegracion social». Tanto mds cuanto que, con independencia de la interpre-
tacién que se haga respecto de los efectos juridicos de la actual Carta de

2 En el sentido expresado por MONEREO PEREZ, J. L.: Derechos sociales de la ciudadania y
ordenamiento laboral, CES, Madrid, 1996, pp. 43 y 159 y ss.; es decir, conjunto de expectativas
que cada ciudadano tiene frente al Estado para obtener las garantias de seguridad en la vida y
en el trabajo que son necearias para dar contenido de dignidad y de libertad a la existencia

individual.
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Derechos Fundamentales de la Unién Europea’, ésta no integra entre los
derechos en ella proclamados el genérico y absoluto de integracién social,
que, por el contrario, sélo aparece en el documento comunitario ligado
al de integracién de las personas discapacitadas (art.26) y en el Capitu-
lo IV (Solidaridad) al de «Seguridad Social y ayuda social»( art.34), reco-
nociendo un derecho a una indeterminada ayuda social con el fin de com-
batir la exclusién social y la pobreza. En definitiva, cardcter muy limitado
en este documento comunitario de la exclusién social, desde un punto de
vista subjetivo, porque sélo se identifica con un colectivo, el de los
discapacitados, y objetivo porque se asimila a la falta de recursos econé-
micos suficientes, esto es, a la pobreza.

En esta misma linea se enmarca el Proyecto de Constitucién europea®,
que incluye en su Parte II el contenido inalterado de la Carta de Dere-
chos Fundamentales y en la descripcién de las Politicas (Parte III) se in-
cluye, junto a la de empleo, la de politica social, reproduciendo en esta
ocasién el texto del TCE (art. 136 y ss) y, en consecuencia, contemplan-
do como uno de sus objetivos el de «la lucha contra las exclusiones» e in-
cidiendo, de nuevo, en la actuacién de las instituciones comunitarias en el
apoyo y complemento de la accién de los Estados Miembros, es decir,
colaborando y coordinando las politicas nacionales relativas, entre otros,
a los siguientes dmbitos: mejora del entorno del trabajo, condiciones de
trabajo, seguridad social y proteccién social de los trabajadores, condicio-
nes de empleo de los extranjeros, integracién de las personas excluidas del
mercado laboral, la igualdad entre hombres y mujeres por lo que respecta
a las oportunidades en el mercado laboral y al trato en el trabajo.

En definitiva, ausencia en el Proyecto de reconocimiento formal de un
«derecho de insercién social», de delimitacién de los contornos de su
contenido esencial, de toda armonizacién de las disposiciones legales y
reglamentarias de los Estados miembros, imponiendo sélo su observancia
y promoviendo su aplicacién por aquellos. Observancia y aplicacién que

® Vid. dltimamente sobre la eficacia juridica de la Carta, ALEGRE JIMENEZ, M. A.: «Los de-
rechos sociales en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unién Europea», en JIMENA
QUESADA (coord.): Escritos sobre Derecho Europeo de los derechos sociales; Edit. Tirant lo blanch,
Valencia, 2004, pp. 98 y ss.

4 Vid. sobre éste, detenidamente, MONEREO PEREZ, J. L. y FERNANDEZ AviLEs, J. A.: «El pro-
yecto constitucional de la Unién Europea. Especial referencia al tratamiento de la exclusién
social», Revista Tribuna Social, ntm.161, 2004, pp. 20 y ss.

En general sobre los déficits en el Derecho Social Comunitario en la constitucionalizacién
de los derechos sociales y, en particular, sobre las deficiencias de las politicas de proteccién de
los grupos vulnerables, vid. Correa CarrAsCO, M.: «Los derechos laborales de los grupos vul-
nerables en el Derecho Social Europeo», en VV.AA.: La prateccia’n de las personas y grupos vul-

nerables en el Derecho europeo; MTAS, Madrid, 2001, pp. 498 y
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cada uno de los Estados miembros adecuard a sus opciones de politica
legislativa.

2. Si, como expresan los documentos comunitarios y han aceptado
los Estados Miembros de la Unién Europea en las mds recientes cumbres
intergubernamentales, la lucha contra la exclusién social deviene en obje-
tivo central de toda politica, o actuacién de los poderes publicos (insti-
tuciones europeas y gobiernos nacionales, regionales y locales), de cardcter
social y ésta, la politica social se entiende como toda accién de los pode-
res ptblicos encaminada a lograr la satisfaccién de los «derechos sociales»
de los ciudadanos’, se ha de indagar, sucesivamente, en el concepto y
cardcter de la exclusién social, en los factores o causas determinantes de la
misma y en los mecanismos de actuacién de los poderes publicos para
prevenir el riesgo o solventar la situacién de exclusién social. Con la fi-
nalidad, primero, de ubicar la integracién social entre los derechos sociales
y segundo, de identificar las que, con cardcter prioritario, han de constituir
las medidas publicas necesarias para lograr la satisfaccién de ese derecho.

Los que nuestra Constitucién identifica con la expresién «principios
rectores de la politica social y econémica» se concretan en deberes posi-
tivos de los poderes publicos, en deberes de hacer o de dar bienes o ser-
vicios econdémicamente evaluables no sélo para realizar la procura
existencial de los ciudadanos®, sino también para acometer actuaciones
generales, sectoriales o ain mds limitadas, respecto de todos los ciudada-
nos o de grupos o colectivos especificos que, en razén de determinadas
circunstancias personales, psicosomdticas o socioecondmicas, entre otras, se
encuentran en situaciones de necesidad que demandan el amparo o tutela
de aquellos.

Este mandato constitucional, circunscrito a la cobertura de determina-
das necesidades sociales (responsabilidades familiares, desempleo, pérdida
de la salud, edad, minusvalias fisicas o psiquicas...) contempladas de
modo disperso en la norma fundamental, enraiza con los que no son sino
principios o valores informadores de la actuacién del Estado Social. Entre
ellos, y bdsico, el de la solidaridad social (no sélo territorial) dentro del
Estado espafiol que, pese a adolecer de proclamacién expresa en la Cons-

> Vid. al respecto, SEMPERE, CANO, CHARRO y SAN MARTIN: Politicas sociolaborales, Edic. La-
borum, Murcia, 2003, pp. 33 y ss.

¢ Esta es la idea de ForsTHOFF, E.: «Problemas constitucionales del Estado Social», en
ABENDROTH, FORSTHOFF y DOEHRING: E/ Estado Social, Edit. CEC, Madrid, 1986. La idea de pro-
cura existencial influyé decisivamente en la dogmdtica espafiola en la fecha de promulgacién de
la Constitucién espafola; vid. al respecto, GARCIA PELAYO, M.: Las transformaciones del Estado

contempordneo, Edit. Alianza, Madrid, 1977 ) .
DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...



DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...
Empleo, proteccion social y lucha contra la exclusion social 549

titucién (aunque puede derivarse del valor justicia, que expresa su art. 1.1),
se ha concebido por el legislador y el Tribunal Constitucional (sentencias
62/1983 y 134/1987) como instrumento o mecanismo necesario e indis-
pensable para conseguir la realizacién de otros valores, estos si formalmen-
te constitucionalizados; a saber, el de la dignidad de la persona (art.10.1)
y el de la igualdad real o sustancial de los ciudadanos (art. 9.2). Son, por
tanto, aquellos principios de actuacién de los poderes publicos relativos a
la cobertura de las necesidades sociales los instrumentos o vias para la
consecucién de estos valores, alguno de ellos traducido en derechos
inviolables de la persona, que exigen, como manifestacién bdsica del Es-
tado Social, una redistribucién de recursos econémicos a cargo del Estado
(interpersonal e intergeneracional), una distribucién o sacrificio de intere-
ses de los mds favorecidos frente a los mds desamparados y una distribu-
cién de responsabilidades cuyo fundamento es el valor de la igualdad de
todos los ciudadanos en el respeto de su dignidad’.

Este mandato constitucional, decfamos, se concreta en deberes positi-
vos de los poderes publicos a favor de los ciudadanos y pese a la objecién
que en principio se pudiera oponer a la construccién como derechos de
los objetivos sociales del Estado, la utilizacién por nuestra Constitucién
del término «derecho» en varios de los preceptos relativos a los principios
rectores de la politica social y econédmica ha incidido en su configuracién
doctrinal como «derechos sociales» o derechos de contenido social, en su
doble dimensién objetiva y subjetiva®. En efecto, surgidos como exigen-
cias objetivas de la idea del Estado Social, nuestro Tribunal Constitucional
admitié tempranamente el valor normativo de los principios rectores de
la politica social y econédmica, proclamando que encarnan normas objetivas
de eficacia directa e inmediata’, aunque requieran de una concrecién legal
para su efectividad juridica superior a la que precisa la mayoria de los

7 VAQUER CABALLERIA, M.: La accidn social (un estudio sobre la actualidad del Estado Social de
Derecho); Edit. Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, pp. 68.

8 Vid. al respecto, PRIETO SANCHIS, L.: «Los derechos sociales y el principio de igualdad
sustancial», Revista del Centro de Estudios Constitucionales, nim. 22, 1995, pp. 39 y ss. Tam-
bién PaREJO ALFONSO, L.: «Constitucién y valores del ordenamiento», en Estudios sobre la Cons-
titucion Espaiiola, Homenaje al Prof- Garcia de Enterria, Tomo I, Edit. Civitas, Madrid, 1991;
MARTINEZ DE PISON, J.: Politicas de Bienestar. Un estudio sobre los derechos sociales; Edit. Tecnos,
Madrid, 1998, enumera los rasgos de esos derechos sociales, pp. 92 y ss.

? Entre otras, sentencias de 16 de marzo de 1981, 18 de abril de 1981 y 14 de julio de
1981. La doctrina posterior del Tribunal Constitucional al respecto (Sentencias 19/1982, 65/
1987, 14/1992...) ha concretado la operatividad de los principios de actuacién de los poderes
publicos que, en otro caso, pudiera resultar lesiva desde la perspectiva de otros derechos, y
como pautas interpretativas de disposiciones legales o constitucionales, permitiendo soluciones
mads acordes con el modelo de Estado Social. Vid.PriETO SANCHIS, L.: «Los derechos sociales...»,

cit., pp. 42 ) ) ~
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derechos civiles, es decir, de una configuracién legal y una dotacién
prestacional para sustentar las politicas y acciones pertinentes. De ah{ tam-
bién la expresién «derechos-prestacién» o derechos prestacionales, que
quiere significar su simultdnea faceta de deberes sociales bdsicos, asumidos
histéricamente por el poder publico frente a los ciudadanos mucho antes
de la entrada en vigor de la Constitucién de 1978, aunque han obtenido
con ésta un refrendo juridico-formal y juridico-material que concreta su
contenido legal y limita la discrecionalidad en la actuacién de la distintas
Administraciones Publicas. Si los principios del Capitulo II se hallan
incluidos en auténticas normas constitucionales, el hecho de que requieran
de un desarrollo legislativo, admitan una amplia configuracién legal de su
contenido y necesiten de cuantiosos recursos financieros para su préctica
efectiva, no implica que no gocen de un nucleo esencial del que deriven
pretensiones subjetivas de los ciudadanos juridicamente reconocibles.

3. Desde esta perspectiva, y pese a la ausencia de proclamacién oficial
en nuestra norma fundamental, la vinculacién social del Estado obliga a
los poderes publicos a solventar no sélo las especificas necesidades sociales
que contempla de modo disperso la CE, sino también la mds genérica de
riesgo o situacién de aislamiento personal y de dificultades de relacién
social que aboca a determinadas personas, grupos o colectivos (en concre-
to, a muchos de los que la CE refiere en sus preceptos del Capltulo II)
a quedar al margen de los procesos de socializacién e 1ntegrac1on social y,
en consecuencia, a adoptar cuantas medidas sean necesarias para atacar
frontalmente el proceso de rupturas sucesivas que alejan e inferiorizan a
las personas de los recursos y valores dominantes en la sociedad que de-
manda el «Estado Social».

Si asi cabe definir a la exclusién social'®, su caracterizacién o rasgo
esencial de «proceso de rupturas sucesivas» quiere significar que la misma
no puede ser contemplada desde una perspectiva estdtica, sino, por el

110

10 Definicién doctrinal de la exclusién social en ESTIVILL, J.: Panorama de la lucha contra la
exclusidn social. Concepto y estrategias; OIT, Ginebra, 2003, pp. 19 y 20. Para este autor, la ex-
clusién social es una «acumulacién de procesos concluyentes de rupturas sucesivas que, arran-
cando del corazén de la economia, la politica y la sociedad, van alejando e inferiorizando a
personas, grupos, comunidades y territorios con respecto a los centros de poder, los recursos
y los valores dominantes»; mds sintética, pero muy acertada, la que proponen SEMPERE, CANO,
CHARRO y SAN MARTIN: Politicas sociolaborales.., cit., pp. 266, para quienes la exclusidn social
«refiere a aquellas personas que se encuentran fuera de las oportunidades vitales que posibilitan
la ciudadanfa plena».

Segun la definicién propuesta por la Fundacién Europea para la mejora de las Condiciones
de Vida y de Trabajo, la exclusién social es el «proceso a través del cual los individuos o grupos
quedan total o parcialmente excluidos de una participacién plena en la sociedad en la que

viven» (Deﬁmclon recogida en el Plan contra la exclusidn social de La Rioja, 1998- 2002).
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contrario, como proceso o situacién cambiante y dindmica en funcién de
las politicas sociales y econémicas que predominen en un momento de-
terminado, obligando, como asi se ha puesto de manifiesto en documen-
tos institucionales'' y propuestas doctrinales'?, a su identificacién como un
fenémeno multidimensional, multicausal o multiforme, generado por
diversos factores que interaccionan entre si, todos ellos necesidades bdsicas
o vitales de los ciudadanos respecto de las que se ha generado un derecho
social reconocido en nuestra CE. Entre ellos, la vivienda, salud, educacién,
trabajo y proteccién social.

Ello quiere decir que la pérdida, ausencia o precariedad de esos dere-
chos, de uno o de todos de ellos, es causa y efecto de la exclusién social;
en efecto, la pérdida, ausencia o precariedad en el empleo puede venir
determinado por las previas carencias educativas que abocan al individuo
a quedar fuera de los recursos y valores dominantes en la sociedad; la ausencia
de empleo impide al individuo conseguir los recursos econémicos nece-
sarios para lograr una vivienda digna; la ausencia de vivienda digna suele
estar unida a problemas graves de salud e higiene, y asi sucesivamente.

Todo ello permite identificar la insercién social como «derecho
prestacional de estructura compleja»'?, en el sentido de que los beneficia-
rios, es decir, los ciudadanos, exigen, a diferencia de lo que ocurre con
los derechos civiles o derechos libertad, la intervencién del Estado para
responsabilizarse de la situacién material de la poblacién, traducida en una
politica activa para prevenir la exclusién social (especialmente de los grupos
vulnerables) y, en caso de que ésta se produzca, para fomentar la
reinsercion social del ciudadano y una politica pasiva o de garantia o tutela
de unos recursos o ingresos econémicos y sociales para evitar la exclusién
o para proteger a los ciudadanos excluidos o vulnerables. Ahadido, de ahi
su estructura compleja, que el pleno éxito de la politicas publicas para
lograr la insercién social requiere también en ocasiones el «compromiso»
real y efectivo del propio ciudadano, traducido en obligaciones de hacer,
que, en nuUMerosos casos, como veremos posteriormente desde la politica
sociolaboral, condiciona legalmente la propia obligacién asumida por los
poderes publicos. Podriamos hablar, entonces, de «corresponsabilidad»
publica e individual en la satisfaccién de este derecho social'“.

" Asi lo destaca el Informe 2/2001 del CES: La pobreza y la exclusién social en Espaiia. Pro-
puestas de actuacion en el marco del plan nacional para la inclusién social, que identifica como
dimensiones de la exclusién social la educativa, el trabajo, la salud y la vivienda

12 Vid., entre otros, SALINAS RaMos, E.: «Derechos sociales, pobreza y exclusién social», en
Revista Documentacién Social, nim. 114, 1999, pp. 115

> MONEREO PEREZ, ]J. L., y FERNANDEZ AVILES, J. A.: «El proyecto constitucional de la Unién
Europea...», cit., pp. 26.

14 Sobre el compromiso personal del individuo de poner de si todo lo conveniente para
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Derecho cuya plena satisfaccién, ademds, de ahi su cardcter complejo
también, estd en funcién de las opciones de politica juridica, que necesa-
riamente obligan a conjugar y equilibrar las exigencias econémicas y so-
ciales del Estado y de sus ciudadanos; éstas, las sociales, ligadas a los prin-
cipios bdsicos que han de inspirar nuestro ordenamiento juridico propio
de un Estado Social y Democritico de Derecho.

Esos valores, igualdad real o sustancial, solidaridad personal y dignidad
humana, exigen, a nuestro juicio, medidas politicas que satisfagan plena-
mente todas y cada una de las dimensiones de la exclusién social o, dicho
de otra forma, y en cumplimiento de la Estrategia comunitaria relativa a
la lucha contra la misma (que propone como campos de actuacién la
mejora de la comprensién de la exclusién social, la organizacién de la
cooperacién politica y el aprendizaje mutuo en el contexto de los planes
nacionales de accién y el desarrollo de la capacidad de los agentes para
hacer frente de manera eficaz a la exclusién social), programas insti-
tucionales (nacionales, regionales y locales) globales de actuacién incidiendo
en sus diferentes factores, advirtiendo, no obstante, de la dificil coordina-
cién y convergencia de politicas sectoriales o especificas para cada una de
las dimensiones de la exclusiédn social.

4. En este contexto, merece una valoracién positiva la iniciativa del
Gobierno espafnol que, de acuerdo con los compromisos comunitarios,
aprobé el Plan Nacional de Accién para la Inclusién Social del Reino de
Espana 2001-2003; transcurrido su plazo de vigencia, se sustituyé por el
II Plan Nacional para la Inclusién Social (2003-2005) y el actual III Plan
Nacional para la Inclusién Social (2005-2007), aprobado el 8 de sep-
tiembre de 2005, que propone numerosas medidas y actuaciones para
cumplir los cuatro objetivos que persigue dicho plan; a saber, fomento
del acceso al empleo y a los recursos, derechos, bienes y servicios sociales
existentes a favor de las personas en situacién o riesgo de exclusién; pre-
vencién de otros riesgos de exclusién (entre ellos, la desintegracién fami-
liar, con acciones a favor de la familia como la de conciliacién de la vida
laboral y familiar, y las dificultades de acceso a las nuevas tecnologias),
aprovechando los instrumentos de la sociedad de la informacién y preser-
vando la solidaridad familiar; actuacién a favor de los mds vulnerables y
movilizacién de todos los agentes implicados (Administraciones Publicas,
sector publico e iniciativa privada)

Analizadas las propuestas de actuacién del Plan Nacional para la Inclu-
sién Social, conviene destacar varios aspectos de su contenido:

conseguir la integracién social, MONEREO PEREZ, ]. L. y MoOLINA NAVARRETE, C.: El derecho a la

renta de insercidn; Edit. Comares, Granada, 1999, pp. 73 y 74
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Primero, que se trata de un plan integral, es decir, que propone actua-
ciones en todas las dimensiones de la exclusién social, identificadas éstas,
de acuerdo con informes institucionales previos", con las que refieren a
las deficiencias o carencias en materia de educacién, vivienda, salud y tra-
bajo'®, es decir, a concretos derechos sociales reconocidos en nuestra CE
entre los principios rectores de la politica social y econédmica de nuestro
Estado Social.

Segunda, y fundamental en el enfoque de este estudio, que la politica
nacional espafiola, de conformidad con los datos estadisticos analizados
exhaustivamente en informes institucionales e investigaciones doctrinales',
reconoce expresamente que el empleo es el factor mds importante de la
integracién social y, en consecuencia, el Plan se centra en la interaccién de
esta dimensién con las otras que influyen en mayor o menor medida en
la exclusién social, distinguiendo e independizando el objetivo de «acceso
al empleo» del de acceso a otros recursos, bienes y derechos, entre los que
menciona a esas otras dimensiones.

Tercera, que si bien la politica preventiva de la exclusién social requie-
re, inicialmente, actuaciones integradas para todos los ciudadanos,
especificamente deben arbitrarse aquellas a favor de los que estdn en riesgo
de exclusién social, es decir, a favor de grupos o colectivos «vulnerables».

5. Empleo y vulnerabilidad aparecen como elementos centrales de
toda politica social de lucha contra la exclusién social en tanto que la in-
tegracién gira en torno a la empleabilidad de los sujetos y, especialmente,
de aquellos que por diversas razones son mds vulnerables a padecer exclu-
sién. Y ello significa que al ser ésta un proceso dindmico y relativo, la
vulnerabilidad de los sujetos requiere, en clara similitud con la nocién de
discriminacién, la existencia de una situacién de inferioridad de unos
sujetos frente a otros, de diferencias entre ellos no justificadas ni razona-
bles promovidas o basadas en determinadas circunstancias sociales, econé-
micas, psicosomdticas, personales que generan no s6lo una desigualdad de
trato sino, mds alld, «obstdculos sociales y juridicos, graves y especificos,
que impiden a determinados sujetos alcanzar y ostentar un dmbito de
titularidad de derechos y una amplitud y profundidad en su goce equiva-

 Fundamentalmente, el Informe del CES: La pobreza y la exclusién social..., cit, pp. 14
y ss.

!¢ Sobre estas diferentes dimensiones vid., la Revista Documentacidn Social, monogrifico
sobre «Politicas contra la exclusién social», nim. 106, 1997

7 Vid., al respecto, entre otros, Avata CANON, L.: «Cambio laboral y pobreza», en ALoNso
Torrens, EJ. (Dtor): Las condiciones de vida de la poblacion pobre en Espaiia. Informe General;

Fundacién FOESS.A, Madrid, 1998, pp. 513 y ss. ~
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lentes a los que poseen los ciudadanos normales y que, en cualquier caso,
sean los adecuados a lo que exige el respeto a la dignidad propia de una
persona en su situacién»'®

No obstante, debe advertirse que vulnerabilidad no es sinénimo de
situacién de real exclusién social. En el proceso antes destacado, la vulne-
rabilidad se relaciona con el riesgo a padecer exclusién social, es decir, con
el primer momento, en el que ya se requieren actuaciones publicas preven-
tivas dirigidas fundamentalmente a los grupos especificos que por deter-
minadas razones son mds proclives a sufrir aquella situacién de inferiori-
dad social. Identificindose entonces ésta, la exclusién social, con la fase
final del proceso, es decir con la situacién de real inferioridad en el goce
de los derechos y valores sociales, que requiere fundamentalmente actua-
ciones publicas reparadoras, activas y pasivas. Ello significa que la politica
publica de integracién social se independiza de las politicas especificas
previstas para la satisfaccién de los diferentes derechos sociales (empleo,
vivienda, educacién...), puesto que éstas no se dirigen exclusivamente a los
excluidos sociales; y se complementa con las més especificas atin previstas
a favor de determinados grupos susceptibles o mds proclives a padecer
exclusién social en virtud de los distintas circunstancias o indicadores de
la «vulnerabilidad social».

Esos factores o causas que provocan la vulnerabilidad y, en su caso, la
exclusién social son muy heterogéneos, si bien todos ellos no son sino
condiciones fisicas, psiquicas, sociales, econémicas...que permiten identi-
ficar a un grupo diferenciado y especifico frente a los demds y proclive a
integrar el colectivo de excluidos sociales. Entre ellos, el sexo (mayor
vulnerabilidad de las mujeres frente a los hombres); edad (mayor vulne-
rabilidad de las personas mayores y jévenes); discapacidad fisica o psiquica
(mayor vulnerabilidad de los discapacitados); la nacionalidad (mayor vul-
nerabilidad de los inmigrantes y de los emigrantes retornados); la perte-
nencia a etnias (mayor vulnerabilidad de la poblacién gitana); circunstan-
cias socioeconémicas (mayor vulnerabilidad de los desempleados). A estos
grupos, precisamente, y pese a la ausencia de definicién oficial de lo que
haya de entenderse por colectivos vulnerables, refiere el Plan Nacional
para la Inclusién Social, identificindolos como aquéllos que requleren
actuaciones publicas especificas, unas, parece, de cardcter prioritario y de
mayor envergadura (aquellas, relativas a los mayores, discapacitados y
mujeres, que se califican de «Planes de Accién») y otras de cardcter mds
limitado (como las relativas a la poblacién inmigrante, personas jévenes,
poblacién gitana..., que se denominan programas).

'8 MARINO MENENDEZ, E M.: «Aproximacién a la nocién de persona y grupo vulnerable en

el Derecho Europeo», en VV.AA.: La proteccidn de las personas..., cit., pp. 21
DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...



DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...
Empleo, proteccion social y lucha contra la exclusion social 555

2. POLITICAS SOCIOLABORALES Y EXCLUSION SOCIAL

1. Dado el cardcter multidimensional de la exclusién social, o mds
exactamente, pese a ese cardcter multidimensional, se ha demostrado que
la perspectiva o dimensién principal de la exclusién social es la que gira
en torno al empleo y la proteccién social, tal vez porque éstos son los mds
importantes factores de la integracién o insercién social al representar uno
de los recursos fundamentales de los ciudadanos y reflejar con exactitud
los valores dominantes en un Estado Social. No sélo porque la pérdida,
ausencia o precariedad en el empleo y las deficiencias de la proteccién
social impiden que el individuo obtenga los recursos econémicos necesarios
para afrontar las necesidades bdsicas (vivienda, educacién...), sino también
porque cuando el ciudadano padece esas deficiencias estd quedando al
margen de unos de los derechos-prestacién propios de un Estado Social
(el derecho al trabajo y el derecho a la proteccién social) y de los valores
que los inspiran, dignidad humana, igualdad y solidaridad personal.

Si esto es asf, la lucha contra la exclusién social se convierte en uno de
los objetivos y medios fundamentales de toda politica sociolaboral, en el
sentido, como acertadamente se ha definido, de «aquella parte de las
politicas sociales que de forma directa persiguen afectar al grupo de per-
sonas que desarrollan actividades productivas y a los sujetos que facilitan
su desarrollo, al mismo tiempo que influencian el desarrollo de esa acti-
vidad»". No es, por tanto, actuacién de los poderes publicos que preten-
de la integracién de los ciudadanos en cualquiera de las demds necesidades
vitales, sino, precisamente la que busca la integracién social de los ciuda-
danos a través de la insercién, mantenimiento y calidad o mejora del
empleo y del sistema de proteccién social de las contingencias tipicas vy,
en cuanto tales, previstas en nuestro ordenamiento juridico®; en este caso,
en el de la proteccién social, en tanto que instrumento de garantia o
tutela de los sujetos en situaciones de necesidad, en especial, de aquella
provocada por la carencia o pérdida del empleo, con un objetivo doble,
el de evitar la exclusién social, procurando unos ingresos o recursos eco-
ndémicos y sociales a los ciudadanos ante esa situacién pero también fo-
mentando la integracién social a través de la contribucién de la politica
pasiva o reparadora a la ocupacién profesional efectiva.

De ahi que constitucionalmente este derecho-prestacién exija la actua-
cién de los poderes publicos arbitrando las medidas necesarias para preve-

19 SEMPERE NAVARRO, A.V.: «Politicas sociolaborales: otra visién», AS, nim.10, 2003

% Sobre la identificacién de la politica sociolaboral en materia de exclusién social, vid.

SEMPERE, CANO, CHARRO y SAN MARTIN: Politicas sociolaborales..., cit., pp. 44
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nir el riesgo de exclusién social y/o para paliar dicha situacidn, si ésta se
produce, previendo y solucionando los problemas derivados de, con ca-
rdcter genérico, las dificultades de toda la poblacién o de grupos especi-
ficos en el empleo y en la proteccién social. Todo ello en el convenci-
miento de que aquélla, la exclusién social, no es sino el reflejo de las
profundas transformaciones que conforman el contexto del empleo y de
la proteccién social; a saber, sociales (entre ellas, la incorporacién de la
mujer en el mundo de trabajo y los fenémenos migratorios), econémicas
(cardcter estructural del desempleo, mundializacién de la economia), ideo-
légicas (politicas mds o menos neoliberales), tecnoldgicas, productivas
(cambios sustanciales en el dmbito del empleo) y demogréficas (disminu-
cién de la natalidad, envejecimiento de la poblacién). Y, por supuesto, en
el que el ordenamiento juridico ha de buscar un constante equilibrio entre
las exigencias econdmicas y sociales, toda vez que éstas, las sociales, deri-
van de los principios bdsicos que han de inspirar a los Estados Sociales

(igualdad, dignidad, solidaridad).

2. Desde esta perspectiva, habrd que convenir en que el Derecho del
Trabajo y el Derecho de la Proteccién Social estdn hoy en pleno
redimensionamiento®'. Junto a la configuracién de aquél, el Derecho del
Trabajo, como sector del ordenamiento juridico que regula la relacién
Jurldlca entre el empresarlo y el trabajador derivada de una prestacién de
servicios por cuenta ajena y dependlente e identificado éste, el trabajador,
como sujeto mds débil que necesita proteccién, se une la del sector del
ordenamiento juridico que ha de arbitrar las medidas juridicas necesarias
para que haya una oferta adecuada de empleo, que éste sea de calidad,
que sea estable y digno, que esté suficientemente remunerado,.., es decir,
un Derecho del Empleo preocupado por proteger a los débiles de nuestro
mercado de trabajo, a los sectores de la poblacién mds vulnerables en el
dmbito del empleo y, en consecuencia, mds proclives a sufrir la exclusién
social en funcién de determinadas causas, entre otras, el género, la edad,
la discapacidad, la inmigracién, dando lugar asi a colectivos especificos de
desempleados, que, aparte de sus rasgos especificos, comparten el dato
comun de su permanencia en la situacién de desempleo y del muy difi-
cil, y en algin caso imposible, reintegro en la actividad laboral.

No se trata, pese a opiniones doctrinales contrarias, de que el Derecho
del Trabajo se haya convertido en o se haya sustituido por un Derecho

2! Sobre este redimensionaniento desde la perspectiva de la exclusidn social, vid. Cavas
MARTINEZ, E: «El ‘nuevo’ Derecho del Trabajo», Revista Aranzadi Social, nam.5, 2004, pp. 18

SS.
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del Empleo®, sino que ante la existencia de una realidad socioeconémica
bien definida, el empleo, entendido como intercambio de oferta y de-
manda de trabajo, y unos sujetos determinados (ofertante y demandante
de empleo y Estado), el Derecho del Trabajo amplia sus dmbitos objetivo
y subjetivo y pone sus instituciones juridicas al servicio de una politica
sociolaboral, la del empleo, con el objetivo de proteger a los mds débiles
en el mercado de trabajo y actuar, asi, como factor de integracién social.

Junto a la configuracién del Derecho de la Seguridad Social como
sector del ordenamiento juridico que ordena el sistema prestacional del
Estado hacia sus ciudadanos, basado en una contribucién de éstos derivada
de una actividad profesional previa, se une la de sistema de proteccién de
las necesidades sociales de todos los ciudadanos con independencia de que
éstos hayan contribuido previamente al Estado y con independencia de
cudl haya sido la cuantia de la contribucién o cotizacién al Sistema, bus-
cando integrar asf a colectivos que, por una u otra circunstancia (carencia
de rentas, problemas de empleo...) demuestran una especial situacién de
necesidad, entre ellos, los excluidos sociales

De ahi que hoy se identifique la Seguridad Social, con una parte, eso
s la mds importante, del Derecho de Proteccién Social Publica; y éste con
el Sistema global de «transferencia colectiva concebido para proteger a la
gente contra los riesgos sociales»®, en que encuentran cabida tanto el
subsistema de rentas de sustitucién (Seguridad Social contributiva) como
el de rentas de subsistencia (Seguridad Social no contributiva), unidos al
de la parte complementaria (Proteccién Social complementaria) en forma
de ingresos econémicos y/o prestaciones técnicas.

En definitiva se trata de hacer del trabajo y de la proteccién social y
de su regulacién juridica el principal medio de integracién social a través
del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, tal y como prevé el
TCE que incluye la «lucha contra la exclusién social» entre los objetivos
y medios fundamentales de actuacién de los Estados Miembros y de la
Comunidad en la politica social.

22 Sobre las diferentes relaciones entre Derecho del Trabajo y el Derecho del Empleo, y las
diferentes posiciones doctrinales al respecto, vid. RODRIGUEZ-PINERO RoYO (Dto.): Lecciones de
Derecho del Empleo, cict., pp. 30 y ss.; LANDA ZAPIRAIN, J.P: «Las relaciones entre el Derecho
del Trabajo y el Derecho del Empleo», REDT, nim.98, 1999.

» Definicién ya adoptada hace tiempo por las instituciones europeas. Vid. Comunicacién
de la Comisién de 31 de octubre de 1995 sobre «El futuro de la proteccién social. Marco para

un debate europeo». ) ) ~
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2.1. EMPLEO Y EXCLUSION SOCIAL

1. La relacién entre ambos es inversamente proporcional, es decir, a
mayor empleabilidad de los ciudadanos (mds y mejor empleo, mds esta-
ble, mejor remunerado) menor riesgo de padecer exclusién social.

Si esto es asi una de las politicas publicas sociolaborales mds impor-
tantes en un Estado Social es la que refiere al conjunto de actuaciones de
los poderes publicos destinadas a interferir en el mercado de trabajo para
impulsar el acceso y permanencia en el empleo de los ciudadanos y, en
particular, de aquellos que tienen mayores dificultades para acceder y
permanecer en la actividad productiva. En este sentido, y pese a que suele
entenderse que la politica de empleo tiene dos vertientes, la activa y la
pasiva®, a nuestro juicio la politica de empleo en sentido estricto es la
activa, es decir, aquella que tiene como objetivos directos la creacién y
fomento del empleo; mientras que la pasiva, es decir, la que puede iden-
tificarse como proteccién frente a las situaciones de carencia o pérdida del
empleo, en tanto que generador de un estado de necesidad identificado
con la ausencia de ingresos econémicos, es la que podemos denominar
«politica de proteccién social». Otra cosa, como veremos a continuacién,
es que la politica de proteccién social (fundamentalmente, la referida a las
contingencias de desempleo y jubilacién) se ponga al servicio de una
politica de empleo, es decir, que la proteccién del ciudadano se una a un
objetivo claro de mantener o reintegrar en la actividad productiva a quien
ha perdido el empleo de forma involuntaria; es lo que, acertadamente, se
ha definido como «complementariedad» entre politicas activas y pasivas®.

2. La conexién entre politica de empleo y exclusién social es uno de
los elementos en que se fundamenta la politica de los poderes publicos en
aquella materia, tanto a nivel comunitario como interno espafol. En efec-
to, segun las actuales Directrices comunitarias para las politicas de empleo
de los Estados Miembros (adoptadas por la Decisién del Consejo de 12
de julio de 2005%), uno de los objetivos fundamentales de éstas es «re-

# La actual Ley de Empleo espafiola (Ley 56/2003, de 16 de diciembre) adopta este en-
foque. Su articulo 1° define la politica de empleo como «conjunto de decisiones adoptadas por
el Estado y las CCAA que tienen por finalidad el desarrollo de programas y medidas tendentes
a la consecucidén del pleno empleo, asi como la calidad en el empleo, a la adecuacién cuanti-
tativa y cualitativa de la oferta y demanda de empleo, a la reduccién de las situaciones de des-
empleo y a la debida proteccién en las situaciones de desempleo».

» MONTOYA MELGAR, A. y CRISTOBAL RONCERO, R.: Comentario a la Ley de Empleo; Edit.
Civitas, Madrid, 2004, pp. 33

2% DOUE, Serie L 205/21 i ) .
DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...



DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...
Empleo, proteccion social y lucha contra la exclusion social 559

forzar la cohesién y la inclusién sociales», que se logrardn, segtin el docu-
mento comunitario, promoviendo el acceso al empleo de calidad para
todos los hombres y mujeres capaces de trabajar, luchando contra la dis-
criminacién en el mercado de trabajo y evitando la exclusién de los sujetos
del mercado de trabajo. Sobre la base de estos objetivos y medios, la
propuesta comunitaria incluye las que denomina «directrices especificas»;
entre ellas, la de promover la integracién de las personas desfavorecidas en
el mercado de trabajo y combatir la discriminacién de que son objeto,
identificado como tales, es decir, como sujetos «vulnerables», con cardcter
mds limitado que el propuesto en el III Plan Nacional para la Inclusién
Social, ademds de las mujeres, los jévenes que abandonan prematuramente
el sistema escolar, trabajadores poco cualificados, personas con discapa-
cidad, inmigrantes y miembros de minorfas étnicas.

Esta Decisién del Consejo se adopta en su integridad por el Gobierno
espafol en el todavia vigente Plan Nacional de Accién para el Empleo
2004, reproduciendo objetivos generales, medios o instrumentos de ac-
tuacién y directrices especificas; indicando expresamente que las medidas
adoptadas en el mismo no pueden entenderse ni conocerse en su integri-
dad si no se analizan junto con el III Plan Nacional para la Inclusién
Social e identificando los colectivos prioritarios de las medidas con aque-
llos sujetos con especiales dificultades de integracién en el mercado de
trabajo. Conviene destacar que estos colectivos, de nuevo, y pese a esa
propuesta de coordinacién, integracién y coherencia necesaria, son tam-
bién aqui mds reducidos que los senalados por el Plan para la Inclusién
Social”, identificindolos con las mujeres y los discapacitados; colectivos
tinicos respecto de los que el PNAE-2004 articula programas especificos
y propone el impulso de una futura «Ley de Insercién Sociolaboraly,
respectivamente.

3. Definida legalmente la politica de empleo como el conjunto de
decisiones adoptadas por el Estado y las Comunidades Auténomas que
tienen por finalidad el desarrollo de programas y medidas tendentes a la
consecucién del pleno empleo, esas decisiones o actuaciones requieren su
ordenacién, es decir, la regulacién juridica del denominado mercado de

7 Adviértase que la coordinacidn, coherencia e integracién no puede entenderse como una
«obligacién moral» del Gobierno de nuestro pafs, que ha de disefiar ambos Planes (el de Empleo
y el de Inclusién Social). Hoy estamos hablando de una obligacién juridica. En efecto, la Ley
de Empleo (Ley 56/2003) exige, bajo la rabrica «planificacién y ejecucién de la politica de
empleo» (art. 3°), que las medidas contenidas en los «Planes nacionales de accién para el em-
pleo (deban estar) coordinadas e integradas con el resto de politicas de origen estatal y de la
Unién Europea vy, especialmente, con las establecidas en los Planes de integraci(’)n social, con

las que deberdn guardar la coherencia necesaria para garantizar su méxima efectividad».
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trabajo. Regulacién juridica que, en la actualidad, se ha afrontado en
nuestro pais por la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, Ley de Empleo
que, entre otros rasgos, se caracteriza por definir los elementos, objetivos
y subjetivos, que integran la politica de empleo. Desde la perspectiva aqui
adoptada, adquieren especial relevancia tanto la definicién de objetivos de
la politica de empleo, en general (entre ellos, la de asegurar politicas ade-
cuadas de integracién laboral dirigidas a aquellos colectivos que presenten
mayores dificultades de insercién laboral, art. 2°), como de los de la po-
litica activa de empleo, en particular (promover politicas destinadas a
insercién laboral de personas en situacién o riesgo de exclusién social,
art. 25); como, en fin, la identificacién de los que la ley denomina «co-
lectivos prioritarios» (art. 26), definidos legalmente como «las personas
con especiales dificultades de integracién en el mercado de trabajo» y
personalizados en los jévenes, mujeres, parados de larga duracién mayores
de 45 afos, discapacitados e inmigrantes, con respecto a la legislacién de
extranjerfa».

Si bien es cierto que la lista de desfavorecidos es ejemplificativa puesto
que la Ley los enumera tras el adverbio «especialmente», lo que quiere
decir que nada impide que el Gobierno idee planes o medidas especificas
de proteccién a favor de otros sujetos, el legislador ha perdido, a nuestro
juicio, una inmejorable ocasién para, entre otras actuaciones, definir tam-
bién qué es la exclusién social o cémo debe entenderse ésta desde una
perspectiva sociolaboral, quiénes son aquellos a los que cabe calificar
como sujetos vulnerables de exclusién social atendiendo al factor empleo
y proteccién social, y, en fin, para delimitar y diferenciar, en su caso, las
medidas de proteccién para los vulnerables de las previstas para los que
padecen una real y efectiva situacién de exclusién social.

4. Desde esta perspectiva e identificada la politica activa de empleo
como aquélla que tiene como objetivo crear y fomentar el empleo, son
muchas y muy variadas las medidas que pueden idearse por los poderes
publicos para, directa o indirectamente, conseguir esos objetivos, advirtien-
do de la estrecha relacién de la politica de empleo con el Derecho del
Trabajo y de la Seguridad Social, que ponen sus instituciones al servicio
de esos objetivos sociales; con la politica econédmica, puesto que aquélla,
la de empleo, ha de enmarcarse en el objetivo global de eficacia y
competitividad del sistema econémico®; y, en fin, con la politica educa-
tiva, en especial con la de formacién profesional reglada, ocupacional y
continua, de acuerdo con el contenido y objetivos de ésta definidos por

2 RODRIGUEZ-PINERO RoYo, M.C. (Drto.): Lecciones de Derecho...., cit., pp. 327
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la Ley Orgdnica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la
Formacién Profesional?’, fruto del II Plan Nacional de Formacién Profe-
sional.

En esta linea se mueve actualmente nuestro legislador para quien,
cualquiera que sea su destinatario y, en consecuencia, también para los que
padezcan el riesgo o la situacién efectiva de exclusién social, la moderna
politica activa de empleo se integra por medidas de creacién de empleo y
por medidas de fomento del empleo™®.

Las primeras tienden a facilitar e incentivar que los sujetos (desem-
pleados 0 No) creen su propio negocio, su propia empresa y, en conse-
cuencia, generen directamente empleo, «fomentando el espiritu empresarial
y la economia social» (Ley de Empleo, art. 23). A este tipo de medidas
responden aquellas actuaciones publicas de estimulo al ahorro familiar y
a la pequena y mediana empresa. Al autoempleo individual o trabajo por
cuenta propia (subvenciones, abaratamiento de costes laborales, reduccién
de cotizaciones...). Al autoempleo colectivo o «economia social» (coope-
rativas de trabajo asociado y sociedades anénimas laborales). A los proyec-
tos relativos a los nuevos yacimientos de empleo y su explotacién. Y, en
fin, a las empresas de insercién, que adn adolecen en nuestro ordena-
miento juridico de una norma general nacional que delinee su marco
juridico®, pese a su reconocimiento legal por la Disp. Adicional 92 de la
Ley 12/2001, de 9 de julio, que las identifica como empresas especi-
ficamente (que no exclusivamente) dedicadas a la promocién e insercién
laboral de personas en situacién de exclusién social, exigiéndose que, al
menos, el 30% de sus puestos de trabajo se reserve a esas personas con el
fin de formarles y adiestrarles en el ejercicio normalizado de una actividad
laboral pero sin especificar, por ejemplo, el tipo o modalidad contractual
laboral que pueden utilizar y limitando la contraprestacién social a estas
empresas a las bonificaciones en materia de cotizacién y a los programas

» El art. 9° de la citada ley define la formacién profesional como «el conjunto de acciones
formativas que capacitan para el desempefio cualificado de las diversas profesiones, el acceso al
empleo y la participacién activa en la vida social, cultural y econdémica. Incluye las ensefianzas
propias de la formacién profesional inicial, las acciones de insercién y reinsercién laboral de los
trabajadores, as{ como las orientadas a la formacién continua en las empresas, que permitan la
adquisicién y actualizacién permanente de las competencias profesionales».

% La definicién legal de «politicas activas de empleo» se contiene en la Ley 56/2003, ar-
ticulo 23, conforme al cual se entiende por tales «el conjunto de programas y medidas de orien-
tacién, empleo y formacién que tienen por objeto mejorar las posibilidades de acceso al empleo
de los desempleados en el mercado de trabajo, por cuenta propia o ajena, y la adaptacién de
la formacién y recalificacién para el empleo de los trabajadores, asi como aquellas otras desti-
nadas a fomentar el espiritu empresarial y la economia social».

3! Sobre éstas, las empresas de insercién, vid. LOPEZ-ARANGUREN MARCOS, L.M.: Las empresas

de insercion en Espasia; CES, Madrid, 2002 ) ~
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de colaboracién que puedan desarrollar con las Administraciones Publicas
(entre ellos, con los servicios publicos de empleo, sea el estatal o los
autondémicos).

Las segundas, medidas de fomento del empleo, persiguen equilibrar la
oferta y demanda de empleo en el mercado de trabajo (lo que el legisla-
dor denomina «orientacién, empleo y formacién») y pueden agruparse en
tres grandes tipos de actuaciones®”: una, la relativa a la orientacidn, es
decir, a la creacién o fomento de instancias de orientacién e insercién
laboral. Otra la relativa a la creacién o fomento del empleo, mejorando
o incrementando el nimero de contrataciones (subvenciones via reduccién
de cotizacién, programas muy variados de fomento del empleo y adapta-
cién de las instituciones juridicas del Derecho del Trabajo, por ejemplo,
edades de admisién y jubilacidén, contrato a tiempo parcial, jubilacién
parcial, contratacién indefinida). La dltima, la relativa a la formacidn,
exigiendo que se adapte la formacién y se recalifique para el empleo de
los trabajadores (politica educativa de formacién profesional y adaptacién
de la contratacién laboral temporal).

5. Decfamos que aquellas medidas son en las que el legislador confia
como instrumentos necesarios de una moderna politica activa de empleo;
pero éstas han de concretarse respecto de los excluidos sociales o sujetos
vulnerables de padecer exclusién social. Para éstos, parece, no son suficien-
tes las medidas o programas generales sino que, por su especial dificultad
de insercién laboral, requieren actuaciones especificas o concretas.

Ante la ausencia de definicién legal de la exclusién social desde la
politica de empleo, advertiamos del cardcter excesivamente abierto que las
normas internas espafiolas atribufan a términos no exactamente coinciden-
tes porque, entre otras razones, no pueden identificarse plenamente los
sujetos con especiales dificultades de insercién laboral (jévenes, mayores,
mujeres...) con los excluidos sociales, aunque es cierto que aquéllos son
especialmente vulnerables a padecer la exclusién social. Tal vez el legislador
ha actuado asi en el convencimiento de que ésta, tal y como exponfamos
mds arriba, se identifica con un proceso especialmente vinculado a las
continuas y diferentes transformaciones socioeconémicas y, en consecuen-
cia, querfa evitar una definicién y caracterizacién rigidas que le impidiera
adecuar las medidas o actuaciones a las muy distintas situaciones y mo-
mentos.

32 Ampliamente, MONTOYA MELGAR, A. y CRISTOBAL RONCERO, R.: Comentario..., cit.,

pp. 132 y ss. i i .
DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...



DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...
Empleo, proteccion social y lucha contra la exclusion social 563

Si atendemos ahora sélo a las medidas ideadas con cardcter exclusivo
para los excluidos sociales® éstas se enmarcan, actualmente, en el fomento
del empleo y en la formacién profesional, concretdindose en incentivos
econémicos (en cuanto medida de sensibilizacién de los destinatarios de
las mismas a corto plazo) y en medidas no econémicas (respecto de las
que no puede esperarse un resultado positivo a corto plazo y que, a di-
ferencia de las anteriores nacen con vocacién de permanencia ya que no
son otra cosa que modificaciones normativas del régimen juridico de las
instituciones afectadas).

Asi, una, la econémica, se ha ideado por el legislador en forma de
bonificaciones de elevada cuantia en las cuotas a pagar por el empresario
a la Seguridad Social por contingencias comunes. Desde esta perspectiva,
esta medida, por su propia naturaleza temporal y fécilmente transforma-
ble o adaptable por el legislador, se ubica en el sistema de proteccién
social, en su vertiente estrictamente financiera o de obtencién de recursos
(por las vias de las cuotas) para cumplir su objetivo de proteccién ante las
situaciones de necesidad generadas a los ciudadanos, y, en cuanto tal,
podria ser analizada en el epigrafe siguiente «proteccién social y exclusién
social». No obstante se opta por incluirla aqui, dejando en el apartado
siguiente el andlisis del sistema de proteccién social en su vertiente exclu-
siva de accién protectora.

Entre esas medidas, la vertiente para aquellas empresas y entidades sin
lucro por la contratacién (temporal o indefinida) de trabajadores
desempleados en situacién de exclusién social*, entendiendo que estdn en
la misma los siguientes colectivos: perceptores de rentas minimas de in-
sercién (o cualquier otra prestacién de igual o similar naturaleza, segiin la
denominacién adoptada en cada Comunidad Auténoma); personas que no
pueden acceder a la renta minima de insercién, bien por falta de periodo
exigido de residencia o empadronamiento o para la constitucién de la
unidad preceptora o bien por haber agotado el periodo mdximo de per-
cepcidn legalmente establecido; jévenes mayores de 18 afos y mayores de
30 afios procedentes de instituciones de proteccién de menores; personas

% Recuérdese que las empresas de insercidn, legalmente denominadas eufemisticamente
como «empresas de promocidn e insercién laboral de personas en situacién de exclusién social»,
no tienen obligacién legal de ocupar sélo a este colectivo, respecto del que se fija un minimo
del 30%. Lo que quiere decir que tan empresa de insercién es la que contrata sélo a excluidos
sociales como las que, mayoritariamente, contratan (en un méximo del 70%) a trabajadores que
no padecen esa situacién.

3% Su regulacién actual en la Ley 30/2005, de 29 de diciembre, Disp. Adicional 502, que
cifra la bonificacién en el 65% de la cuota por contingencias comunes durante 24 meses (o me-
nos tiempo, si el contrato es temporal); la bonificacién es del 75% si el contrato lo es a tiem-

po completo con mujeres desempleadas. ) .
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con problemas de drogadiccién o alcoholismo que se encuentran en pro-
cesos de rehabilitacién o reinsercién social; internos de centros penitencia-
rios cuya situacién penitenciaria les permita acceder a un empleo, asi
como liberados condicionales y exreclusos; menores internos incluidos en
el dmbito de aplicacién de la LO 5/2000, de 12 de enero, asi como los
que se encuentran en situacién de libertad vigilada y los exinternos.

Obsérvese que estos sujetos, a los que no cabe, a nuestro juicio, iden-
tificar con un concepto general, inexistente, de exclusién social y que sélo
son excluidos sociales a los efectos limitados de la norma que establece las
bonificaciones, no coinciden exactamente con los que se definen en la
Ley de Empleo como sujetos con especiales dificultades de insercién la-
boral, requiriéndose en esta ocasién, como un plus sobre éstos, determi-
nadas condiciones que le permiten adquirir la cualidad legal de excluidos
sociales. Y adviértase, también, que tampoco coinciden con aquellos que
legalmente se identifican como «desempleados con especiales necesidades
econdémicas y dificultad para encontrar empleo», respecto de los que,
como veremos a continuacion, el legislador no sélo prevé una ayuda eco-
némica especifica sino también, mds alld de la misma, acciones de inser-
cién laboral (asesoramiento individualizado, itinerario de insercién o in-
corporacién a planes de empleo y formacién, entre otras) indispensables
para solventar aquellas dificultades. En definitiva, no es justificable que
para los excluidos sociales sélo se arbitren medidas econémicas, escasamen-
te efectivas para el objetivo general previsto, esto es, la insercién laboral,
y se dejen al margen otras actuaciones para consolidar el empleo de estos
trabajadores. Obvidndose, ademds, que estos excluidos sociales no sélo
carecen de empleo sino que adolecen de unas carencias muy especificas,
por ejemplo, en educacién y formacién profesional que les permitan ac-
ceder a empleos cualificados y estables.

De otro lado, la norma no incluye a determinados colectivos respecto
de los que, cuando menos, es dudoso que no tengan la condicién de
excluidos sociales (o0, al menos, con riesgo a padecer exclusién social). Nos
referimos, en concreto, a los discapacitados (si no todos, si al menos
aquellos que adolecen de un grado mds severo de discapacidad), a los que
el PNAE-2004 identifica como colectivo destinatario de la futura «Ley de
Insercién Sociolaboral». Para éstos, en la actualidad, sin dejar de ser im-
portantes los incentivos econémicos para su contratacién (establecidos en
el RD 1451/1983, de 11 de mayo, modificado por RD 170/2004, de 30
de enero en cuantia y condiciones mds favorables que los previstos en la
LPGE-2005 para los «excluidos sociales»), deben tenerse en cuenta las
medidas o ayudas técnicas, asistenciales, de servicios especializados . pro-

Euestas que recoge la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de ig ualdad de
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oportunidades, no discriminacién y accesibilidad universal de las personas
con discapacidad, que hasta la fecha no han sido puestas en prictica.

Como medidas no econdémicas, es decir, aquéllas que nacen con vo-
cacién de permanencia puesto que no son otra cosa que modificacio-
nes normativas del régimen juridico de instituciones del Derecho del
Trabajo puestas al servicio de la politica activa de empleo de los excluidos
sociales, cabe citar las operadas respecto de alguno de los contratos tem-
porales previstos en nuestra legislacién. En especial de aquellos que pueden
se calificados como un «tertium genus» entre los temporales estructurales
y los coyunturales y, en especial, en el contrato para la formacién (Esta-
tuto de los Trabajadores, art. 11.2), respecto del que hay que resaltar su
dimensién de medida de fomento de empleo a través de la formacién
profesional. Actualmente se regula como colectivo exceptuado de la limi-
tacién de edad para celebrar este contrato (16 a 21 afios) a quienes se en-
cuentren en situacién de exclusién social, entendiendo que lo estdn, ante
la ausencia de definicién legal, aquellos sujetos que integran alguno de los
grupos a los que se reconoce la bonificacién en la cuota a la Seguridad
Social.

Esta coordinacién legal del Estatuto de los Trabajadores con las nor-
mas especificas y vigentes relativas al fomento del empleo no persigue un
objetivo de generalidad y permanencia puesto que aquél, el Estatuto de
los Trabajadores (Disp. Adic. 152), habilita al Gobierno para, en funcién
de la situacién y politica de empleo de cada momento, modificar la con-
sideracién de exclusién social a estos efectos. Lo que quiere decir que el
Gobierno puede incorporar nuevos sujetos o extraer algunos de los actual-
mente incluidos. Si asi fuera, la situacién podria ser sumamente perturba-
dora: sujetos con especiales dificultades de empleo no podrian ser identi-
ficados con los excluidos sociales; excluidos sociales serfan unos u otros
segin la medida concreta ideada por el legislador.

2.2. PROTECCION SOCIAL PUBLICA Y EXCLUSION SOCIAL

1. Entendida la proteccién social (publica) en sentido amplio y, en
consecuencia, integrada por el Sistema de Seguridad Social y la proteccién
social complementaria piblica®, es decir por un régimen publico, obliga-

% Entiéndase aqui por tal el «conjunto de prestaciones (econémicas y técnicas o de ser-
vicios) asumidas, gestionadas y controladas directamente por los poderes publicos (Estado,
Comunidades Auténomas y otros entes territoriales), que devienen en servicio publico para a
través de las mismas garantizar a los ciudadanos de nuestro Estado Social un minimo vital de

subsistencia o su bienestar social». SANCHEZ-URAN AZzAN4, Y.: «Proteccién Social Complementaria:
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torio, minimo y suficiente de cobertura de las necesidades sociales y otros
mecanismos complementarios, que, asumidos por los poderes publicos,
pretenden garantizar a los ciudadanos unos recursos, bienes y servicios
bdsicos (entre aquellos, la asistencia social y los servicios sociales), la co-
nexién entre aquélla, la proteccién social, y la exclusién social es maltiple:
la proteccién social deviene en mecanismo de tutela de los excluidos so-
ciales, complemento de las politicas activas de empleo y puede generar,
ella misma, exclusién social.

Desde la perspectiva primera, si la proteccién social se identifica con
la actuacién publica de tutela y garantia de los ciudadanos que se encuen-
tran en situacién de necesidad econdémica, técnica y asistencial, aquélla
debe cumplir el objetivo de evitar la exclusién social (garantizando unas
prestaciones econémicas sustitutivas de los salarios dejados de percibir
cuando acontece la contingencia protegida y se cumple por los beneficia-
rios los requisitos de acceso a las prestaciones legalmente establecidas) y de
reparar la situacién de exclusién social en caso de que esta se produzca
(garantia de unas prestaciones econémicas de subsistencia).

Asi se concibe la proteccién social por las instituciones europeas, para
quienes, conforme a la Comunicacién de la Comisién de 14 de julio de
1999, relativa a una Estrategia concertada para modernizar la proteccién
social®, los sistemas de proteccidn social «garantizan ingresos a las perso-
nas en dificultad, permitiéndoles, al mismo tiempo, adaptarse a la evolu-
cién econdmica y social» y desempefian «un papel crucial en la lucha
contra la exclusién social».

La respuesta a la exclusién social por parte de los sistemas de protec-
cién social exige, en la dimensién ahora analizada, que la politica o actua-
cién publica en esta materia se articule a través de medidas compensadoras
de la situacién de necesidad generada para los que estdn en peligro de
padecer exclusién social y para los que se encuentran en esa situacién real
y efectiva, teniendo en cuenta que para aquéllos, es decir, para los vulne-
rables, la situacién de necesidad se centra, fundamentalmente, en la caren-
cia de ingresos derivada de situaciones mds o menos prolongadas de pér-
dida de empleo; para éstos, es decir, para los que padecen una real y
efectiva situacién de exclusién social, el estado de necesidad se identifica,
mds alld de la carencia o ausencia de ingresos, en la ausencia de recursos
econdmicos, técnicos y sociales que impiden al sujeto alcanzar el minimo
de subsistencia o minimo vital. Si esto es asi, es decir, si la situacién o

caracteres generales» en AGUILERA, BARRIOS y SANCHEZ-URAN: Proteccidn Social Complementaria..,
cit., pp. 32

% COM (99) 347 final. ) ) ~
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estado de necesidad es diferente segin la fase (inicial o final) del proceso
de exclusién social, las medidas de tutela también han de ser diferentes,
correspondiendo al régimen publico, minimo, obligatorio y suficiente de
proteccidn social, es decir, al Sistema de Seguridad Social idear los meca-
nismos (contributivos y asistenciales) necesarios para paliar aquellas situa-
ciones.

Desde la vertiente de la Seguridad Social contributiva (o, mds exacta-
mente, del nivel contributivo de la Seguridad Social) la cuestién funda-
mental que actualmente se plantea no es otra que la conjuncién de los
que, con cardcter recurrente, identifica nuestro legislador con la expresién
«principios de contributividad, solidaridad y equidad»? y, en los que,
cuando menos paradéjicamente, se han fundamentado muchas de las
modificaciones legislativas «restrictivas» de la accidén protectora del nivel
contributivo, que, en cuanto tales, pueden limitar seriamente su objetivo
de garantia de ingresos sustitutivos de los salarios o rentas dejadas de
percibir.

Desde la vertiente de la Seguridad Social asistencial (o, con cardcter
mds preciso, nivel asistencial de la Seguridad Social), exige replantear en
la actualidad su dmbito subjetivo y su dmbito objetivo para transformarla,
mds alld de un conjunto de prestaciones no contributivas, en un sistema
de proteccién de un riesgo, la situacién de real necesidad econémica, téc-
nica y social, derivada de la carencia de los mds esenciales recursos y va-
lores dominantes en la sociedad que demanda el Estado Social, es decir,
de la que en pdginas anteriores hemos caracterizado como exclusién social.

Si desde las instituciones comunitarias (Carta de Derechos Fundamen-
tales de la Unién Europea y Comunicacién de la Comisién de 14 de
julio de 1999 sobre Estrategia concertada para modernizar la proteccién
social») se insiste en la necesidad de que las politicas nacionales de protec-
cién social creen «redes de seguridad eficaces que incluyan prestaciones de
ingresos minimos», también denominadas «ayudas sociales», al legislador
estatal corresponderd establecer el régimen juridico general, aplicable en
todo el Estado, de esa prestacién econdmica, técnica y social.

Si ello debe ser asi, la politica de proteccién social espanola dista
mucho de adecuarse a los objetivos comunitarios. En efecto, la Seguridad
Social asistencial no pasa de ser un conjunto de prestaciones no contribu-
tivas; no se protege la situacién de necesidad, sino diferentes estados de
necesidad; la «ayuda social» no se ha integrado en ese nivel asistencial y

37 Sobre ellos, vid. MONTOYA MELGAR, SANCHEZ-URAN AzaNA y CAMARA BoTia: «Notas sobre
el Acuerdo de 9 de abril de 2001 para la mejora y el desarrollo del sistema de proteccién

social», Revista Foro de Seguridad Social, nims..6 y 7, 2002, pp. 83
DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...



DA-2005, nims. 271-272. YOLANDA SANCHEZ-URAN AZANA. Empleo, proteccion social y lucha...
568 Yolanda Sinchez-Urdn Azaiia

s6lo es una prestacion «subsidiaria, diferencial y complementaria respecto
de las restantes prestaciones sociales»®; y, en fin, lejos de configurarse
como una prestacién uniforme y homogénea en todo el Estado, la desi-
dia del legislador estatal se ha aprovechado por las Comunidades Auténo-
mas, que, con terminologfa diferente (rentas minimas de insercidn,
salarios sociales...), han ideado sus respectivos programas de ayuda so-
cial, identificindola con la «Asistencia Social» (Constitucién espafola,
art. 148.1.20), que se dice propia de las Comunidades Auténomas®.

2. La proteccién social, identificada como politica pasiva de empleo
o politica compensadora de la pérdida de empleo, a la que los documen-
tos comunitarios y nacionales sobre el empleo y la proteccién social exi-
gen favorecer la capacidad de insercién profesional, proporcionando ayudas
activas para evitar que las personas caigan en un desempleo de larga du-
racién, favoreciendo medidas activas y previendo incentivos para la
reinsercién en el mercado de trabajo y en la sociedad, deviene en comple-
mento necesario de la politica activa de empleo.

En este sentido, el Sistema de Seguridad Social en el marco de su
accién protectora del cese en la actividad laboral temporal (desempleo) y
definitivo (jubilacién) debe ponerse al servicio de una politica alternativa;
esto es, la que pretende no s6lo compensar la pérdida de empleo de estos
trabajadores, sino, por el contrario, transformar esa situacién como res-
puesta necesaria a una nueva politica activa de empleo, que exige medidas
preventivas y reparadoras de la expulsién o cese en el trabajo

Medidas preventivas o de mantenimiento de la actividad son las que
han de girar en torno a la contingencia de jubilacién y la prolongacién de
la vida activa o profesional del trabajador (es decir, el no abandono de la
actividad con antelacién a la edad de jubilacién prevista en nuestro orde-
namiento juridico y el mantenimiento o permanencia una vez alcanzada
esa edad), incidiendo sobre el origen de la inactividad pensionada por el
Sistema de Seguridad Social (reforzando el cardcter voluntario de la jubi-
lacién y posibilitando una jubilacién postergada real) y sobre el requisito
de la edad legalmente prevista para acceder a la pensién de jubilacién
(optando por el mantenimiento de la edad ordinaria y general a los 65
anos, regulando restrictivamente la jubilacién anticipada general y
replanteando los supuestos de jubilacién anticipada previstos en nuestro

3% SEMPERE, CANO, CHARRO y SAN MARTIN: Politicas sociolaborales.., cit., pp. 195

3 Sobre las rentas minimas de insercién, naturaleza, contenido del «modelo autonémico»,
vid. extensamente, MONEREO PEREZ, J.L. y MOLINA NAVARRETE, C.: El derecho a la renta de inser-
cidn..., cit., pp. 189 y ss.; EsTEVEZ GONzALEZ, C.: Las rentas minimas autondmicas; CES, Madrid,

1997, pp. 59 y ss. ) ] _
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ordenamiento juridico como medidas de fomento del empleo, en especial,
la jubilacién parcial)*

Las medidas reparadoras del cese precoz, si éste se produce antes de la
jubilacién, se ubican en la accién protectora por desempleo, mds alld de
su vertiente meramente compensadora de la pérdida de empleo y orientada
a la reinsercién profesional. Desde esta perspectiva, la Ley General de
Seguridad Social (art. 206) prevé que el Sistema de Seguridad Social com-
bine la garantia de ingresos por cese involuntario del empleo con acciones
especificas de formacién, perfeccionamiento, orientacién, reconversion y
reinsercién profesional a favor de trabajadores desempleados que, por
determinadas razones, edad, sexo, discapacidad..., tiene mayores dificul-
tades de ocupacidn.

A este objetivo responden iniciativas legislativas que, en el marco de
las Directrices comunitarias sobre el empleo, se han puesto en prictica en
nuestro ordenamiento juridico bajo la denominacién de «Renta activa de
insercién»*, incluida en la accién protectora por desempleo, y dirigida no,
con cardcter general, a los excluidos sociales (que no se mencionan) sino
a sujetos que pueden incluirse en el grupo o colectivo comun de personas
con especiales dificultades de insercidn, cifrada, en todos los supuestos, en
la carencia de rentas, de cualquier naturaleza, del 75% del SMI. Los gru-
pos de personas a los que se dirige la Renta Activa de Insercién son:
mayores de 45 afios (desempleados de larga duracién); minusvélidos (cual-
quiera que sea su edad siempre que sean desempleados de larga duracién
y con un grado de minusvalia no inferior al 33%); emigrantes retornados
(al que no se exige ser desempleado de larga duracién pero si un plazo de
retorno a Espafa y una duracién minima de su trabajo fuera de nuestro
pais); y mujeres victimas de violencia de género (cualquiera que sea su
edad y plazo de inscripcién como demandante de empleo).

De nuevo aqui, los grupos de personas mencionados no coinciden con
los beneficiarios de medidas econémicas de fomento de empleo o de
planes de actuacién existentes en nuestro pais (Plan Nacional para la In-
clusién Social y Plan Nacional de Accién para el Empleo) y que le con-
vierten en un programa de alcance limitado. Adviértase, ademds, que al
estar incardinada en la proteccién por desempleo se exige, como para ésta,
la obligada suscripcién por el solicitante del «compromiso de actividad,
es decir, acogiendo aqui la naturaleza compleja del «derecho a la insercién»

“ Sobre el empleo y proteccién social de los trabajadores de edad avanzada y, en particu-
lar, sobre la respuesta legislativa de las actuales reformas legislativas en materia de jubilacidn,
Vid. SANCHEZ-URAN AzANA, Y.: «Trabajadores de edad avanzada: empleo y proteccién social»,
Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, nam. 33, 2001, pp. 227 y ss.

# En la actualidad regulada por el RD 205/2005, de 25 de febrero.
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a la que nos referimos en pdginas anteriores e identificada con la
corresponsabilidad publica (prestacién econdmica y acciones de insercién
laboral) e individual en la satisfaccién de ese derecho.

3. Por otro lado, y paraddjicamente, la proteccién social o, mds exac-
tamente, la articulacién juridico-técnica de la proteccién social en un
determinado ordenamiento juridico, puede ser un factor directo o indirec-
to de exclusién social® si relacionado con los problemas estructurales del
sistema ideado por los poderes publicos.

En efecto, un sistema de proteccién social sélo o exclusivamente con-
tributivo dejarfa fuera de la garantia o tutela a sujetos que no han contri-
buido o han contribuido insuficientemente; un sistema, como el espafiol,
mixto pero desequilibrado, con preeminencia del nivel contributivo pue-
de ser un factor de exclusién social si, por un lado, se endurecen los re-
quisitos para acceder a las prestaciones contributivas (se limitan subjeti-
vamente) o se reducen las prestaciones (se limitan cuantitativamente) o, en
fin, se limita la relacién de proporcionalidad entre la contribucién y las
prestaciones porque entonces es mayor el efecto expulsién de los sujetos
que padecen situacién de necesidad; o si, por otro, no hay un nivel
asistencial universal y, en consecuencia, se limita éste tanto desde una
perspectiva objetiva (restriccién del objeto de proteccién) como desde una
vertiente subjetiva (requisitos de acceso relacionados con un nivel de in-
gresos minimos de los sujetos solicitantes). Como bien ha expresado la
doctrina®, la exclusién social es una situacién caracterizada por estar al
margen tanto de los procesos de integracién habituales como de las accio-
nes establecidas para hacer frente a los fracasos de la integracién que se
organizan en torno a la proteccién social

Se trata, en definitiva, de potenciar el cardcter mixto de nuestro Sis-
tema de proteccién, equilibrando los dos niveles (contributivo y asis-
tencial). Equilibrio que exige potenciar la dimensién asistencial para pro-
teger el riesgo de exclusién social, identificado desde esta perspectiva no
s6lo como ausencia de ingresos econémicos minimos para lograr una
subsistencia vital sino también, y pese a disponer individualmente de
ingresos por encima del umbral de la pobreza, si hay expulsién de la
proteccién dispensada por el nivel contributivo; lo que tal vez conlleve la

# Vid. al respecto, detenidamente, GONZALEZ ORTEGA, S.: «La dimensién europea de la
proteccién social de los grupos vulnerables», en AA.VV: La proteccién de las personas o grupos
vulnerables..., cit., pp. 460 y ss.

4 S1LVER, H.: «Exclusién social y solidaridad social: tres paradigmas», Revista Internacional

del Trabajo, nims. 5 y 6, 1994, pp. 607 y ss. ~
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necesidad de diversificar la proteccidén asistencial en funcién de las perso-
nales dificultades de insercién y exija prestaciones econémicas y técnicas
diversas y no homogéneas y uniformes para todos a los que cabe identi-
ficar como grupos vulnerables o como excluidos sociales.
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